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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el apoderado del sentenciado FRANCISCO SIGIFREDO OSORIO ESCOBAR contra el auto interlocutorio proferido el veintisiete (27) de abril del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de suspensión de la pena que descuenta el interno.

2.- PROVIDENCIA 

Tuvo en cuenta el señor juez en su proveído, que el señor OSORIO ESCOBAR se encuentra recluido en la cárcel de esta ciudad desde el once (11) de abril de 2007, purgando una pena de veinticuatro (24) meses de prisión que le impuso el Juzgado Tercero Penal Municipal de Conocimiento de Pereira por encontrarlo autor responsable de la conducta punible de Estafa.
Analizada la situación particular del recluso de cara al contenido de las normas de los artículos 471 y 362 numeral 1º del Código de Procedimiento Penal del año 2000, encontró que la primera de las exigencias allí plasmadas se cumplía, por cuanto al haber nacido el quince (15) de junio de 1937, contaba para esa fecha con sesenta y nueve (69) años de edad. Empero, no ocurría lo mismo frente al requisito subjetivo, porque del estudio de la personalidad, naturaleza, modalidad y gravedad del delito, no aparecía aconsejable hacerlo merecedor del beneficio.
En esa dirección, mencionó que si bien la condición de anciano era ahora utilizada para solicitar la suspensión de la pena, la misma no le impidió infringir la ley penal, dado que en su contra pesaban otras dos condenas, proferidas respectivamente por los Juzgados 3º Penal del Circuito -por hurto calificado y agravado- el veintitrés (23) de septiembre de 2002, y 2º Penal del Circuito -estafa- el siete (7) de julio de 2005.

Además, revestía singular gravedad el hecho de haberse aprovechado de la necesidad de unas personas que requerían viajar al exterior en busca de mejorar su situación económica, dejándolas sin expectativas al respecto y sin el dinero que de manera alguna les sobraba de sus bolsillos.
De manera adicional, ante el pedimento hecho por el defensor, dispuso que se practicara visita socio-familiar para establecer la procedencia de la prisión domiciliaria, así como la remisión del interno al Instituto de Medicina Legal para que se constataran los quebrantos de salud aludidos por el abogado, que le impedirían permanecer en reclusión -sic-
, situación esta última que se trató de corregir mediante auto del once (11) de mayo de 2007, en el cual se dispuso aclarar que los problemas en la salud eran padecidos por su consorte y oficiar al INPEC para que se cancelara la remisión al médico legista, lo cual no surtió efecto, porque de todas maneras el interno fue valorado y el respectivo dictamen obra a partir del folio 40 del C.O. 1, en el que como era de esperarse se conceptuó que el recluso no presentaba condiciones médicas que le impidieran permanecer privado de la libertad.
3.-  RECURSO

El profesional que defiende los intereses del sentenciado sostiene que ni la personalidad del condenado ni el hecho punible por el cual se encuentra privado de la libertad, permiten formular un pronóstico tan negativo como el que hizo el despacho, para lo cual aduce que por uno de los delitos cometidos previamente se le concedió la prisión domiciliaria, espacio en el que cumplió todos los compromisos impuestos, lo cual de conformidad con cita jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia debería ser tenido en cuenta, máxime que si se le ofrece igual oportunidad en esta ocasión, se comportará adecuadamente.
Justifica el accionar de su prohijado en la crisis económica que sufrió por la muerte de quien era su hijastro y velaba por el sostenimiento de su hogar, pero afirma que hoy en día, la amarga experiencia de sus dos detenciones y el sufrimiento de la soledad de su esposa, lo han hecho reflexionar y madurar en su concepción de vida.

Se opone a lo manifestado en la decisión apelada en cuento refiere que la conducta realizada es de suma gravedad, para lo cual aduce que solamente se respalda en el abuso del condenado para obtener dinero fácil y rápido, que es precisamente lo que constituye el delito de estafa, lo que significaría que la gravedad depende del nombre del delito y no del mayor o menor riesgo en que se haya puesto a la colectividad o de los perjuicios causados a la víctima, y señala que en el fallo condenatorio no se hizo alusión a la difícil situación económica de las dos perjudicadas ni de un sacrificio especial para desprenderse del dinero, lo que significa que la pretendida gravedad del delito es una intuición del juzgador.
Finalmente, sostiene que la tendencia de la jurisprudencia de la Corte Constitucional abogan por la detención intramural solamente cuando se demuestre necesario y no existan otros medios menos aflictivos y humillantes para el condenado, que en este caso, es una persona de avanzada edad que da muestras de haber recapacitado y corregido su estilo de vida.

4.-  SE CONSIDERA

Se tiene competencia territorial y funcional para proceder a desatar la apelación interpuesta contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.
Debe decirse que la decisión adoptada por el a quo debe ser confirmada, habida cuenta que la misma se encuentra debidamente fundamentada y fue el producto de un adecuado análisis de las circunstancias que rodearon la comisión del ilícito que ahora de nuevo tiene tras las rejas al señor FRANCISCO OSORIO ESCOBAR.

Los juiciosos planteamientos que hace el abogado apelante, chocan de frente y no salen bien librados confrontados con la invariable verdad procesal que constituyó el accionar contrario a derecho de una persona que pese a su avanzada edad e incluso para el momento de los hechos, ya había sido objeto de una sanción penal y ninguna importancia le dio a la norma que conmina con pena de prisión a quien de manera indebida y mediante la maquinación y ardid, obtiene provecho ilícito.
Se duele el profesional del derecho de la calificación de conducta grave que se le ha dado al accionar de su cliente; pero, por la forma en que se cometió la conducta punible, es lo cierto que no otra connotación se le podía dar, debido a que sin importar la condición social o económica de quien se sienta afectado por la actuación ilegal de uno de sus congéneres, las sumas pagadas al señor OSORIO ESCOBAR en aquella época –ya hace casi cuatro años- aparecían como importantes y para nada fáciles de acumular, en especial, por provenir de personas que precisamente buscaban emigrar en aras de buscar mejores condiciones laborales. En particular, llama la atención de la Sala, que no solamente bastó la apropiación indebida de la primera suma -$10´000.000- sino que de manera adicional por parte del ahora sentenciado, se recurrió a otra falacia relacionada con la distribución de licores en el país galo, en su afán de apropiarse de otra cantidad importante -$5.000.000-, la que en efecto produjo en su desprevenida interlocutora la entrega del dinero solicitado.

De suerte que para el Tribunal no es el nomen juris lo que señala la gravedad del comportamiento, como se indica, sino, las circunstancias que lo rodean, las que como se aprecia, enseñan que el señor OSORIO ESCOBAR a pesar de conocer el sentido de la ley y las consecuencias de su quebrantamiento, no lograron disuadirlo del propósito delincuencial que lo animaba.

En consecuencia, no pueden ser de recibo los planteamientos hechos por el defensor, en cuanto asegura que la tendencia mundial y aún nacional del derecho penal, está encaminada a evitar el cumplimiento de penas de manera intramural, dado que de todas formas, en caso de admitirse que en efecto así es, no puede desconocerse que la privación de la libertad sigue siendo una de las principales medidas alrededor de las cuales se edifica el sistema de control social que se ejerce sobre quienes defraudan gravemente los intereses de la comunidad, como es precisamente lo que acontece en este caso al estar demostrado que dados los antecedentes judiciales que presenta el señor FRANCISCO SIGIFREDO, la detención es un imperativo ineludible.
Tampoco resulta apropiado ahora, cuando se está descontando la pena impuesta por una sentencia ejecutoriada y por lo mismo con el debito tránsito a cosa juzgada, seguir insistiendo en las causas de aflicción económica que en criterio del abogado impulsaron a su cliente hacia la comisión del delito, por ser circunstancia que pudo tener su trascendencia en el devenir del proceso penal, cuando se estaba valorando la responsabilidad penal del procesado, pero que de cara a su condición de condenado, carece de sentido volver sobre este tema.

En esas condiciones, al estar atada la concesión de la suspensión de la privación de la libertad, a la previa valoración de elementos como la personalidad del actor, la gravedad y modalidad de la conducta, un examen negativo en estos aspectos permite concluir la imposibilidad de permitir su retorno al colectivo.

La decisión del a quo será confirmada.

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

           LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
� La verdad sea dicha, en el escrito presentado por el togado, no aparece mención alguna a enfermedad padecida por el interno; más bien, a lo que se hace referencia es a las dolencias de su cónyuge, la señora MORY TORRES VELÁSQUEZ. – Cfr. Fl. 24. C.O. 1-
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